
 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Martha Janneth Alba Soler 
Demandado : Nación- Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional- 

Dirección De Sanidad 
Expediente : 11001-3335-014-2019-00135-00 

 
ANTECEDENTES 

 
El 21 de abril de 20231, el Despacho profirió Sentencia de Primera Instancia, 
mediante la cual se condenó a la Nación- Ministerio de Defensa Nacional - Ejército 
Nacional- Dirección De Sanidad. 
 
El apoderado judicial de la parte demandante con escrito del día 04 de mayo de 
20232, presentó y sustentó en término, recurso de apelación contra la Sentencia de 
Primera Instancia proferida por este Despacho. 
 

CONSIDERACIONES 
 
El artículo 247 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (en adelante CPACA), que fue modificado por el artículo 67 de la Ley 
2080 de 2021, determina en su numeral 1 que, el recurso de apelación debe 
interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, dentro de 
los 10 días siguientes a su notificación. 
 
Por su parte, el numeral 2 del artículo 247 del CPACA, fija que cuando contra la 
sentencia de primera instancia de carácter condenatorio (total o parcial) se 
interponga recurso de apelación, se citará a audiencia de conciliación previo a la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo soliciten su 
realización y propongan fórmula conciliatoria. 
 
En caso de no existir acuerdo mutuo entre las partes para solicitar la celebración de 
la audiencia de conciliación y fórmula conciliatoria, el numeral 3 ibídem, establece 
que el recurso de apelación se concederá mediante auto. 
 
El efecto en el que se concederá el recurso de apelación contra la sentencia de 
primera instancia, será el suspensivo, de acuerdo al aparte inicial del parágrafo 1 
del artículo 243 del CPACA. 
 

CASO CONCRETO 
 
Se tiene que el escrito de apelación que se radicó por el apoderado judicial de la 
parte demandante el día 04 de mayo de 2023, fue interpuesto dentro del término 
legal. 
 
El Despacho al analizar el expediente, encuentra que en el proceso no reposa 
solicitud de las partes donde manifiesten de común acuerdo la realización de la 

 
1 Expediente digital. PDF “79 SenteciaCREjercitoNal(Recuperado)” 
2 Expediente digital. PDF “82 APELACIÓN MARTHA JANNETH ALBA SOLER” 



audiencia de conciliación, así como tampoco fórmula conciliatoria, por lo que no hay 
lugar a convocar a dicha audiencia, y en su lugar se debe conceder de manera 
inmediata el recurso de apelación y ordenar la remisión del expediente al superior, 
para lo de su competencia.  
 
En consecuencia, este Juzgado 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NO CONVOCAR a la audiencia de conciliación, que fija el numeral 2 del 
artículo 247 del CPACA, por las razones expuestas.  
 
SEGUNDO: CONCEDER en el efecto suspensivo, el recurso de apelación radicado 
por la parte demandante el 04 de mayo de 2023, el cual se presentó y sustentó 
contra la Sentencia de Primera Instancia de 21 de abril de 2023, conforme a los 
expuesto en la parte motiva.  
 
TERCERO: Por Secretaría, REMITIR el expediente digital al Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca para que se surta el trámite de rigor, previas las constancias del 
caso. 
 
CUARTO: Se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 
MCHL 

 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Janneth Astrid Pachón Arenas  
Demandado : Nación- Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio - Fiduciaria La 
Previsora S.A. y Bogotá D.C. - Secretaría de Educación de 
Bogotá  

Expediente : 11001-3335-014-2023-00102-00 
 
Encontrándose el proceso al despacho pendiente para realizar la audiencia inicial 

programada para el 21 de noviembre del 2023 a partir de las 2:30 de la tarde, se 

advierte que la referida diligencia debe ser reprogramada. 

 

En consecuencia, se dispone como nueva fecha para realizar la audiencia inicial 

prevista en el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, el 28 de noviembre del 2023 a partir de las 2:30 de 
la tarde.  
 

En desarrollo de las medidas para adelantar las actuaciones judiciales de los medios 

de control previstos en la Ley 1437 de 2011 en el marco de las leyes 2080 de 2021 

y 2213 de 2022, este Despacho hace uso de las herramientas digitales para dar 

continuidad a las audiencias en las cuales se deberán tener en cuenta los siguientes 

parámetros: 

 

1. Las audiencias se realizarán por medios virtuales a través del aplicativo 
Lifesize, para lo cual se enviará invitación de conexión desde el correo de 

notificaciones judiciales de este Despacho, a las partes y sus apoderados 

para que se conecten en la hora y fecha indicada en el presente auto.  

 

2. Los asistentes deben disponer de una conexión óptima a través de 

computador o equipo celular que garantice su permanencia durante la 

duración de la diligencia, con uso de cámara y micrófono para poder 

intervenir. 

 

La conexión se hace a través de PC o a través de teléfono celular, para lo 

cual el interviniente debe unirse en línea a través del enlace que suministre 

el Despacho.  

 

3. El lugar que disponga cada uno de los intervinientes de la audiencia debe 

estar alejado de ruidos o distracciones externas que alteren el curso normal 

de la videograbación. Deben además cuidar su presentación personal por 

cuanto la utilización de medios virtuales no le resta formalidad a la diligencia. 

  



4. Para efectos de lo anterior, dentro de los 03 días siguientes a la notificación 

de este auto, las partes y sus apoderados deben indicarle a este Despacho 

la dirección electrónica a través de la cual se conectarán a la audiencia 

virtual, con el fin de poder enviarles la invitación y el link para su realización.  

 

5. A más tardar el tercer día hábil antes de la fecha programada para la 

audiencia, los intervinientes deberán aportar por medios electrónicos al 

correo de notificaciones del juzgado en formato PDF los siguientes 

documentos: 

 

- Poder legalmente conferido para ejercer la representación judicial si 

acuden como apoderados principales o sustitutos, junto con la respectiva 

tarjeta profesional de abogado en caso de no estar previamente 

reconocidos en el proceso. Se advierte que, si no se reciben tales 

documentos dentro del plazo otorgado anterior a la fecha de la audiencia 

virtual, NO podrán intervenir en la diligencia. 

 

- Digitalización de acta o de la certificación proferida por el Comité de 

Conciliación de las entidades públicas, en donde conste la decisión 

adoptada referente a la posibilidad de conciliar en el caso concreto, para 

efectos de las audiencias de que tratan los artículos 180 numeral 8º y 247 

numeral 2° del CPACA modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 

2021. 

 

- Copia escaneada por ambas caras de los documentos de identificación si 

acuden como testigos o peritos con el fin de cotejar su identidad al 

momento de la instalación de la audiencia virtual. 

 

6. Se advierte que es carga de las partes preparar su intervención y conocer el 

expediente previo a la realización de la audiencia. Para ello deben consultar 

los documentos que a lo largo de las actuaciones se han dado a conocer 

mediante correo electrónico o solicitar el acceso al expediente digital.  

 

7. Atender las instrucciones que se brinden por el funcionario del juzgado.  

 

Como consecuencia de lo expuesto, el Despacho 

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: REPROGRAMAR la audiencia inicial fijada para el 21 de noviembre del 

2023 a partir de las 2:30 p.m., por lo expuesto anteriormente.  

 

SEGUNDO: FIJAR COMO NUEVA FECHA para celebrar la AUDIENCIA INICIAL 
(modalidad virtual), el día 28 de noviembre del 2023 a partir de las 2:30 p.m., a 

través de la aplicación Lifesize. Para acceder a la audiencia programada se debe 

utilizar el link que aparece en el correo electrónico de invitación. 

 
TERCERO: PREVENIR a los apoderados de las partes que la comparecencia a 

esta audiencia es obligatoria, ya que de no existir causa justificada que impida su 



concurrencia, se impondrá la sanción pecuniaria prevista en el numeral 4° del citado 

artículo 180 de la Ley 1437 de 2011. 

 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-115671 y PCSJA20-115812, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

únicamente al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 
MCHL 

 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Alex Javier Pinzón Reyes 
Demandado : Nación - Unidad Administrativa Especial para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas – UARIV 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00259-00 

 
Respecto de la demanda presentada, se observa que mediante correo electrónico 

del 12 de octubre de dos mil 20231, se allegó modificación de las pretensiones de 

la primera a la tercera, el hecho quinto y las pruebas 3, 63 y 64, por lo que en este 

caso se presentó reforma a la demanda inicialmente radicada, según lo establece 

el artículo 173 de la Ley 1437 de 2011, que señala lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 173. Reforma de la demanda. El demandante podrá adicionar, 

aclarar o modificar la demanda, por una sola vez, conforme a las siguientes 

reglas: 

 

1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) días 

siguientes al traslado de la demanda. De la admisión de la reforma se correrá 

traslado mediante notificación por estado y por la mitad del término inicial. Sin 

embargo, si se llama a nuevas personas al proceso, de la admisión de la 

demanda y de su reforma se les notificará personalmente y se les correrá 

traslado por el término inicial. 

 

2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las pretensiones, los 

hechos en que estas se fundamentan o a las pruebas. 

 

3. No podrá sustituirse la totalidad de las personas demandantes o demandadas 

ni todas las pretensiones de la demanda. Frente a nuevas pretensiones deberán 

cumplirse los requisitos de procedibilidad. 

 

La reforma podrá integrarse en un solo documento con la demanda inicial. 

Igualmente, el juez podrá disponer que el demandante la integre en un solo 

documento con la demanda inicial.” 
 

Al respecto de las modificaciones presentadas a las pretensiones, el accionante 

realizó cambios en los numerales PRIMERO y SEGUNDO, los integró y aclaró la 

configuración de acto ficto. Por otra parte, con relación al numeral TERCERO 

solicitó: “Se declare la nulidad del acto administrativo contenido en el OFICIO No. 
7268192 DE 25 DE SEPTIEMBRE DE 2023, por medio del cual la UARIV negó al 

suscrito el reconocimiento de una relación laboral y el consecuente pago de todas 

las prestaciones laborales y sociales dejadas de percibir, tales como: cesantías, 

 
1 Documento digital “005 CorreoRadicaMemorial.pdf” 
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intereses de cesantías, primas de navidad, prima de junio, primas de servicios, 

vacaciones, aportes a salud, pensiones, administradora de riesgos laborales, y en 

general todas las sumas a título de prestaciones sociales que corresponde a la 

contraprestación de las labores desempeñadas entre el 17 de julio de 2017 al 31 de 

diciembre de 2022.”  
 

De tal forma, se observa que la respuesta contenida en el oficio N° 7268192 de 25 

de septiembre de 20232, hace referencia a la petición enviada a través de correo 

electrónico el 5 de marzo de 2023 con radicado N°. 2023-0128483-23, dentro de la 

cual se solicitó únicamente la expedición de copias, información y certificaciones o 

constancias, pero que en ningún momento requirió el reconocimiento del derecho, 

el cual estaba contenido en la reclamación del 27 de febrero de 2023, que da lugar 

al acto ficto que se demanda. Por lo tanto, no se tendrá en cuenta la modificación y 

se rechazará parcialmente la reforma de la demanda en lo relativo a la pretensión 

TERCERA, porque la respuesta de la entidad contenida en dicho oficio, no es un 

acto demandable ante esta jurisdicción.  

 

Por lo anterior, al reunir los requisitos establecidos en los artículos 161 y siguientes 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

Ley 1437 de 2011 y la Ley 2080 de 2021, procede este Despacho a dictar auto que 

ADMITE LA DEMANDA y parcialmente LA REFORMA DE LA DEMANDA del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, 

instaurado por el señor ALEX JAVIER PINZÓN REYES actuando en nombre propio, 

contra la NACIÓN - UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN 
Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – UARIV, en relación con el acto 
ficto configurado por la petición radicada el del 27 de febrero de 2023, y en 

concordancia con lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 

de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 

Por consiguiente, se dispone: 

 

1. ADMITIR la presente demanda y parcialmente la reforma realizada a la 

misma, conforme con los artículos 171 y 173 de la Ley 1437 de 2011.  

 

2. RECHAZAR PARCIALMENTE LA REFORMA DE LA DEMANDA en lo 

relativo a la pretensión TERCERA, por las consideraciones expuestas en 

precedencia. 

 

3. NOTIFICAR el presente auto en forma personal al  

Representante Legal de NACIÓN - UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 
PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – 
UARIV, o a quien haya delegado la facultad de recibir notificaciones, de 

 
2 Folios 12 y 13 del documento digital “1 DE 18. DERECHO DE PETICION - 16 FOLIOS.pdf”, de la carpeta 

007 Pruebas.  
3 Folios 9 al 11 del documento digital “1 DE 18. DERECHO DE PETICION - 16 FOLIOS.pdf”, de la carpeta 

007 Pruebas.  
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conformidad con los artículos 197, 198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
4.  NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante, 

según el numeral 1° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala 

que la demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante 

pretende hacer valer, aportando todas las documentales que se encuentre en su 

poder en los términos correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas 

en el artículo 212 ibídem. 

 

5. NOTIFICAR el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio 

Público Delegado(a) para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 

171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 

48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

6. NOTIFICAR el presente auto de manera personal al Director Nacional de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el 

artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del 

C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

7. CORRER TRASLADO de la demanda y de la reforma, de conformidad con 

lo previsto en el artículo 172 del del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE DEMANDADA, para que 

conteste la demanda por el término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo 

establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021, comenzará a correr después de realizada la notificación 

a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales de la entidad demandada. 

 

Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció 

para la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y 

que se encuentre en su poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto 

para dar respuesta a la demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 

 
8. RECONOCER PERSONERÍA para actuar al (la) doctor(a) ALEX JAVIER 

PINZÓN REYES4, identificado(a) con la cédula de ciudadanía No. 

79.998.865 y Tarjeta Profesional No. 224.129 del Consejo Superior de la 

Judicatura, según las constancias allegadas.  

 

9. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 

alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los 

 
4 Sin sanciones según certificación N°. 3820333, del C. S. de la J.  
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Acuerdos PCSJA20-115675 y PCSJA20-115816, expedidos por la 

Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los documentos deberán 

ser enviados de manera digital al correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 

 
CASS 

 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 

dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : María Elisa Quintero Márquez 

Demandado : Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial  

Expediente : 11001-3335-014-2023-00291-00 
 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora María Elisa Quintero Márquez, interpuso medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación – Rama Judicial – Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial – y solicitó que se declare la nulidad de la 

resolución N.° 5060 de 2 de junio de 2023, notificada el 22 de agosto de 2023, por 

medio de la cual se negó el reconocimiento del derecho a percibir la Bonificación 
Judicial, establecida en el Decreto 0383 de 2013; y a título de restablecimiento del 

derecho reclamó que, se ordenara a la Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva 

de Administración Judicial – reconocer, reliquidar y cancelar a favor de la 

demandante dicha bonificación como factor salarial, contemplada en el artículo 1º 

del decreto 383 y/o 384 de 2013, procediendo a pagar todas las prestaciones 

sociales, salariales, laborales y demás emolumentos dejados de percibir y hasta la 

actualidad. 
 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992, que señala: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 
de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 
en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 
tablas, así: (…)”. 
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Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)1. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 
 

(…) En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente proceso, ya 

que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos salariales a los 

que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad 

demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 

considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de impedimento de los 

mencionados magistrados y la situación fáctica planteada dejan abierta la posibilidad 

de que su objetividad se altere por las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

 
1 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el 

artículo 150 del Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.”  
 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 

de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 

abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo3, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 
siguientes acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 

1437 de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 

comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 
 
(iv) PCSJA22-11918 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(v) PCSJA22-12001 del 03 de octubre de 2022, por el cual se prorroga hasta el 30 
de noviembre de 2022 los tres (3) juzgados administrativos transitorios, creados 
mediante el artículo 3° del Acuerdo PCSJA22-11918 de 2022 que continuarán 
conociendo los procesos en trámite producto de las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen similar que tienen 
a cargo, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vi) PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, a partir del 01 de febrero de 2023 hasta el 30 de abril de 
2023, para efectos de continuar conociendo de los procesos en trámite generados 
en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades 
con régimen similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2022, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vii) PCSJA23-12055 del 31 de marzo de 2023, que dispuso prorrogar las 
medidas transitorias en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, hasta el 15 
de diciembre de 2023. 
 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados, 
particularmente, según lo previsto en el artículo 3º del Acuerdo No. CSJBTA21-44 
del 9 de junio de 2021, que dispuso: 
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Carlos Mario Marroquín Álvarez 
Demandado : Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial  
Expediente : 11001-3335-014-2023-00304-00 

 
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
El señor Carlos Mario Marroquín Álvarez, interpuso medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho en contra de la Nación – Rama Judicial – Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial – y solicitó que se declare la nulidad de la 
Resolución N.° 4488 de 20 de abril de 2023, notificada el 24 de abril de 2023, por 
medio de la cual se negó el reconocimiento del derecho a percibir la Bonificación 
Judicial, establecida en el Decreto 0383 de 2013; y a título de restablecimiento del 
derecho reclamó que, se ordenara a la Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva 
de Administración Judicial – reconocer, reliquidar y cancelar a favor del demandante 
dicha bonificación como factor salarial, contemplada en el artículo 1º del decreto 
383 y/o 384 de 2013, procediendo a pagar todas las prestaciones sociales, 
salariales, laborales y demás emolumentos dejados de percibir y hasta la actualidad. 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992, que señala: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 
de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 
en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 
tablas, así: (…)”. 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 
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sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 
Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 
donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 
reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)1. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 
 

(…) En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente proceso, ya 

que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos salariales a los 

que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad 

demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 

considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de impedimento de los 

mencionados magistrados y la situación fáctica planteada dejan abierta la posibilidad 

de que su objetividad se altere por las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 
1 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el 

artículo 150 del Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.”  
 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 
posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 
la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 
prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 
de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 
la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 
de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 
abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 
en las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo3, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 
siguientes acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 

1437 de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 

comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 
 
(iv) PCSJA22-11918 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(v) PCSJA22-12001 del 03 de octubre de 2022, por el cual se prorroga hasta el 30 
de noviembre de 2022 los tres (3) juzgados administrativos transitorios, creados 
mediante el artículo 3° del Acuerdo PCSJA22-11918 de 2022 que continuarán 
conociendo los procesos en trámite producto de las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen similar que tienen 
a cargo, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vi) PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, a partir del 01 de febrero de 2023 hasta el 30 de abril de 
2023, para efectos de continuar conociendo de los procesos en trámite generados 
en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades 
con régimen similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2022, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vii) PCSJA23-12055 del 31 de marzo de 2023, que dispuso prorrogar las 
medidas transitorias en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, hasta el 15 
de diciembre de 2023. 
 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados, 
particularmente, según lo previsto en el artículo 3º del Acuerdo No. CSJBTA21-44 
del 9 de junio de 2021, que dispuso: 
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

Firmado Por:

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Lised Margarita Morelos Marín 

Demandado : Nación – Rama Judicial del Poder Público - Dirección Ejecutiva 

de Administración Judicial  

Expediente : 11001-3335-014-2023-00316-00 
 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora Lised Margarita Morelos Marín, interpuso medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho en contra de la Nación – Rama Judicial del Poder 
Público – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y solicitó que se 

declare la nulidad de los actos administrativos contenidos en las resoluciones 

DESAJBOR23-6696 del 16 de febrero de 2023, y la No. DESAJBOG23-9144 del 14 

de junio de 2023 al dar respuesta negativa al recurso de apelación, por medio de 

las cuales se negó el reconocimiento del derecho a percibir la Bonificación 
Judicial, establecida en el Decreto 0383 de 2013; y a título de restablecimiento del 

derecho reclamó que, se ordenara a la Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva 

de Administración Judicial – reconocer, reliquidar y cancelar a favor de la 

demandante dicha bonificación como factor salarial, contemplada en el artículo 1º 

del decreto 383 de 2013, procediendo a pagar todas las prestaciones sociales, 

salariales, laborales y demás emolumentos dejados de percibir y hasta la actualidad. 
 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992, que dispone: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 
de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 
en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 
tablas, así: (…)”. 
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Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)1. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 
 

(…) En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente proceso, ya 

que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos salariales a los 

que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad 

demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 

considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de impedimento de los 

mencionados magistrados y la situación fáctica planteada dejan abierta la posibilidad 

de que su objetividad se altere por las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

 
1 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el 

artículo 150 del Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.”  
 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 

de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 

abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo3, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 
siguientes acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 

1437 de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 

comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 
 
(iv) PCSJA22-11918 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(v) PCSJA22-12001 del 03 de octubre de 2022, por el cual se prorroga hasta el 30 
de noviembre de 2022 los tres (3) juzgados administrativos transitorios, creados 
mediante el artículo 3° del Acuerdo PCSJA22-11918 de 2022 que continuarán 
conociendo los procesos en trámite producto de las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen similar que tienen 
a cargo, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vi) PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, a partir del 01 de febrero de 2023 hasta el 30 de abril de 
2023, para efectos de continuar conociendo de los procesos en trámite generados 
en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades 
con régimen similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2022, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vii) PCSJA23-12055 del 31 de marzo de 2023, que dispuso prorrogar las 
medidas transitorias en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, hasta el 15 
de diciembre de 2023. 
 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados, 
particularmente, según lo previsto en el artículo 3º del Acuerdo No. CSJBTA21-44 
del 9 de junio de 2021, que dispuso: 
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

Firmado Por:

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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